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			SINOPSIS 




			 




			El libro plantea un importante debate sobre la privatización de los recursos militares. Desde la guerra de Irak y hasta la de Ucrania, hemos visto como empresas militares privadas como Blackwater o el Grupo Wagner aparecen en escena. Estas empresas a menudo son acusadas de todo tipo de malas prácticas, masacres, torturas y delitos contra los derechos humanos. 




			¿Estamos ante un nuevo fenómeno de compañías mercenarias o han existido en la antigüedad? ¿Qué peligros y qué ventajas ofrecen las empresas militares privadas? ¿Es lícita su participación en zonas de conflicto? ¿Qué responsabilidad tienen los Gobiernos que las contratan y cuál es su relación con ellas? 




			Francisco Rubio Damián, el autor, es coronel en la reserva del Ejército de Tierra, doctor en Sociología y máster en Seguridad Global y Defensa. Especialista en operaciones especiales y en Estado Mayor, ha ocupado puestos nacionales y también en la OTAN y en la Unión Europea. 
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				«La presencia de empresas militares y de seguridad privadas en los conflictos armados es un tema que nunca ha concitado demasiada atención, lo cual resulta, en cierto modo, sorprendente». 




				 




				DOCUMENTO DE MONTREUX, 17 de septiembre de 2008. 




			




			 




			Así comienza el prólogo del Documento de Montreux, que pone negro sobre blanco el primer consenso internacional sobre las obligaciones de los Estados y las buenas prácticas de las empresas militares privadas. Aunque se terminó de redactar en 2008, sigue sorprendiendo que a la gente no le preocupe, y mucho, que los Gobiernos contraten empresas privadas para participar en los conflictos armados. 




			

	 


	 	

	 

   




			
INTRODUCCIÓN 




			 




			Es relativamente normal que los Estados recurran a compañías privadas para que realicen algunas de las actividades propias de los servicios públicos. Lo habitual y lógico es que a las empresas adjudicatarias se les encarguen tareas de naturaleza civil. Sin embargo, cada vez es más frecuente que también se les contraten para llevar a cabo trabajos en zonas de operaciones militares fuera del territorio nacional. Al fin y al cabo, la externalización de servicios es una de las prácticas más extendidas para liberar a los Ejércitos nacionales de muchos cometidos que, sin ser estrictamente militares, resultan imprescindibles para el éxito de las operaciones. De esta forma, los Ministerios de Defensa pueden desembarazar a los soldados de parte de su carga de trabajo, aunque suelen tener mucho cuidado en no airear demasiado la implicación del sector privado en los asuntos de la guerra. Esta falta de transparencia pretende evitar que los ciudadanos tengan la preocupante sensación de que sus Gobiernos han puesto en manos privadas un servicio público tan privativo del Estado como es la defensa nacional. 




			Desde el final de la guerra fría en 1989, incluso antes, los Ejércitos occidentales se han visto sometidos a un paulatino, pero imparable, proceso de reducción de efectivos. Y, claro, todo tiene sus consecuencias. Con el paso de los años, el limitado número de militares para cubrir cada vez más compromisos internacionales se ha paliado acudiendo a empresas que han demostrado estar bien capacitadas para asumir tareas de adiestramiento, logísticas y de apoyo a las operaciones. Este fenómeno se conoce como «privatización de la guerra» y es una de las formas preferidas para compaginar una mayor presencia militar operativa en el exterior con un despliegue de tropas contenido. En todo caso, el término «privatización», aunque es exagerado, resulta muy útil para definir esta forma de proceder. El empleo de esta palabra busca llamar la atención sobre el hecho de que determinados aspectos no resolutivos de la guerra, solo esos, se están dejando en manos privadas. Es decir, no refleja la realidad, pero sintetiza bastante bien una tendencia caracterizada por la pérdida de protagonismo de los Ejércitos nacionales en su hábitat más representativo: los conflictos armados. 




			Por supuesto, hay más formas de reducir la carga de trabajo de unas fuerzas armadas excesivamente sobrecargadas y comprometidas en todo tipo de misiones lejos del territorio nacional. Una de estas formas de aliviar a los Ejércitos es el aprovechamiento generalizado de las nuevas tecnologías y, en particular, el empleo de la inteligencia artificial y la robótica. La inteligencia artificial es capaz de procesar una cantidad ingente de datos para acelerar los procesos de análisis, planeamiento y toma de decisiones y, cuando se aplica a la robótica, permite que las máquinas autónomas o teledirigidas lleven a cabo las tareas más arriesgadas, pesadas, monótonas y repetitivas de las hostilidades. Este último proceso se conoce como «automatización de la guerra». 




			La privatización y la automatización son compatibles y, además, se refuerzan mutuamente. Como veremos, el desarrollo tecnológico de la robótica y la inteligencia artificial impulsarán de forma espectacular la privatización de la guerra. De hecho, la mera existencia de empresas especializadas en aplicaciones tecnológicas avanzadas facilita la incorporación de todo tipo de tecnologías a las operaciones militares, sin que los Ejércitos tengan que hacer un esfuerzo descomunal en formar a su personal en complejas áreas de conocimiento científico que no son específicamente militares. Por lo tanto, la privatización de los conflictos armados es una tendencia que se verá acelerada de forma irremediable en la era de la robótica, la inteligencia artificial y el big data. 




			En general, la gestión privada de los servicios públicos tiene numerosos detractores, sobre todo en sectores de la izquierda política más tradicional. A su vez, los más acérrimos defensores de la liberalización económica están convencidos de que todos los sistemas de producción, incluidos los servicios públicos, mejoran de forma manifiesta cuando se privatizan. Hay suficientes estudios que demuestran que, cuando se llevan a sus últimas consecuencias, ambos planteamientos son erróneos por la existencia de numerosos factores que influyen en el éxito o fracaso de la privatización de un determinado servicio público. 




			Como suele ocurrir a menudo, el pensamiento crítico, liberado de ataduras ideológicas y emocionales, muestra una realidad compleja y alejada de los estereotipos propagandísticos a los que tan aficionados son los predicadores de uno u otro signo. Aunque no adoptemos una postura excesivamente escéptica, también es muy sano poner en duda las corrientes dominantes que gustan de posicionarse en la equidistancia tibia y poco comprometida entre dos planteamientos tan opuestos. Por lo tanto, no deberíamos aferrarnos, sin ponerlo antes en cuestión, a la manida sentencia de que en el centro está la virtud. Quizás sea así en muchas ocasiones, pero en otras tantas no lo es. En nuestro caso, trataremos de averiguar por qué se está produciendo un proceso de privatización en los conflictos armados que parece imparable, identificaremos sus ventajas e inconvenientes y plantearemos los mecanismos de control que ayuden a mitigar los riesgos potenciales de externalizar un servicio público tan delicado para la supervivencia de un país como es la defensa nacional. En todo caso, y a pesar de todos los controles que se quieran implantar, la privatización seguirá siendo una de las características más polémicas de los conflictos armados del siglo XXI. 
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LAS IDEOLOGÍAS Y LA PRIVATIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 




			 




			Los ciudadanos esperan que sus Gobiernos les garanticen ciertos bienes, suministros, servicios y actividades indispensables para su bienestar. Los Estados que funcionan bien satisfacen estas necesidades mediante la prestación de servicios públicos en condiciones de igualdad y a un precio asequible. Algunos de estos servicios, como la defensa nacional y la seguridad ciudadana, dan respuesta a situaciones de amenaza o riesgo. Otros proporcionan suministros y bienes tan imprescindibles como el agua, la electricidad, la sanidad o la educación. 




			No existe consenso sobre la conveniencia, o no, de privatizar los servicios públicos. Por un lado, tenemos la opinión de los militantes sociales más entusiastas, quienes consideran que solo un Estado fuerte y controlador es capaz de garantizar el bienestar de los ciudadanos. Este criterio se fundamenta en dos ideas clave: primera, que la justicia social exige que los servicios públicos sean lo más amplios posible y, segunda, que la economía de mercado no está capacitada para asumir con garantías la gestión de estos servicios. Si consideramos como válidas estas dos ideas, concluiremos que el sector público debería cubrir, aparte de los servicios esenciales como la sanidad, la educación, la justicia y demás, también otros con menor repercusión social, pero asimismo imprescindibles, como el transporte, la energía o las telecomunicaciones. Y no solo eso, como según este punto de vista el libre mercado es incapaz de organizar las actividades económicas en beneficio del interés general y satisfacer las necesidades colectivas, el Estado, además de garantizar los servicios públicos, también debe gestionarlos de forma directa, sin delegarlos ni subcontratarlos. 




			Este planteamiento justifica la existencia de monopolios estatales y encuentra su mejor acomodo en los regímenes socialistas, proteccionistas e intervencionistas. En España, el franquismo es un buen ejemplo de cómo las políticas proteccionistas permitieron al Estado ampliar la cobertura de los servicios públicos, ejercer el monopolio de amplios sectores económicos y ser el propietario de empresas de telefonía, suministro eléctrico, banca, ferrocarriles, aerolíneas, astilleros, automoción, altos hornos y un largo etcétera. De la misma época, pero aún más exagerado, fue el férreo control estatal de los servicios y sistemas de producción en los regímenes comunistas de medio mundo. Más recientemente, un pletórico Hugo Chávez se paseaba por Caracas ante las cámaras de televisión y, señalando con el dedo, arrebataba a sus dueños la propiedad privada de edificios, negocios y empresas al grito de: «Exprópiese, señor alcalde, exprópiese». Como para no hacerlo. 




			El chavismo, con su modo bolivariano de entender el socialismo del siglo XXI, ha llevado a cabo un proceso desenfrenado y disparatado de nacionalización del que se han librado pocas empresas y particulares. En Venezuela, la pasión por nacionalizar no se ha limitado a bancos y empresas estratégicas como son las petrolíferas, mineras, eléctricas y de telefonía; también han pasado a manos del Estado compañías cementeras, siderúrgicas, aerolíneas y otras de tan difícil justificación como explotaciones agrícolas y ganaderas, compañías cafeteras, papeleras, hoteles y hasta supermercados. En el desastroso resultado de la política estatalista venezolana ha tenido mucho que ver la radicalidad y la inseguridad jurídica con la que se ha acometido, pero también la corrupción sistémica, la gestión poco o nada profesional de las empresas expropiadas y, en menor medida, las sanciones económicas internacionales. En definitiva, el caso venezolano es tan extremo y desacertado que ni siquiera sirve como referente negativo de la estatalización. 




			En el otro extremo se encuentran los ultraliberales incondicionales de un «Estado ligero», casi podríamos decir que etéreo. Por lo general, este grupo es menos militante que el anterior, pero no le va a la zaga en entusiasmo y convicción. Creen que el mercado y la libre competencia son la panacea que soluciona todos los problemas que achacan a la gestión pública, empezando por la ineficiente burocracia, siguiendo por los elevados costes y terminando por una marcada tendencia a la corrupción. Para ellos, los servicios públicos deben garantizar única y exclusivamente los derechos fundamentales y las necesidades vitales de los individuos y de la nación, que también las tiene. Por lo tanto, son partidarios de que estos servicios se reduzcan al mínimo imprescindible y los gestionen empresas privadas porque, para ellos, es la mejor manera de hacerlo con eficacia y al menor coste. Este planteamiento conlleva la radical disminución del empleo público y la privatización de todo tipo de empresas estatales, reservando a la Administración pública la exclusividad de los servicios que el sector privado sea incapaz de proveer o los que no debería asumir en ningún caso. 




			Según este criterio, el Estado tiene que garantizar las necesidades sociales básicas, aunque sin hacerse cargo de satisfacer directamente las que puedan ser gestionadas con razonable calidad por el sector privado; este sería el caso de la educación, la sanidad o la vivienda. Con mucho más motivo, la Administración pública tampoco debería gestionar otro tipo de servicios indispensables —aunque no básicos— para el buen desarrollo social y económico de la nación, como son el transporte, las telecomunicaciones o las infraestructuras en general. Por lo tanto, el Estado solo tendría que ejercer el monopolio de los servicios indelegables que necesariamente deben ser satisfechos por funcionarios públicos: la justicia, las relaciones internacionales, la seguridad interior y la defensa nacional. A estas áreas se podrían añadir otras, aunque nunca en régimen de monopolio estatal, que requieran un fuerte impulso gubernamental para su puesta en marcha, como suele ocurrir con las actividades poco productivas y de gran repercusión social. Por ejemplo, muchas investigaciones científicas y algunas labores culturales no serían posibles sin la implicación directa del Estado. Imaginemos que se dejara al albur de la iniciativa privada tareas tan poco productivas desde el punto de vista económico como el estudio de las enfermedades raras, la investigación histórica o arqueológica, la rehabilitación de monumentos o la exploración espacial no comercial. Poco o nada se avanzaría en esos campos. De hecho, el superelitista turismo espacial, que aún está en mantillas, se ha desarrollado sobre lo aprendido después de decenas de años de investigación de las agencias estatales. Otro ejemplo son las exploraciones arqueológicas que, cuando las ejecuta el sector privado, se caracterizan más por el expolio del patrimonio que por la divulgación histórica y cultural. 




			Los dos planteamientos —Estado supercontrolador y Estado mínimo— son tan extremos como intransigentes. Sin embargo, la realidad es tozuda y nos muestra servicios que, por su naturaleza, no deberían gestionarse con criterios de empresa ni por trabajadores privados, como es el caso de la Administración de Justicia. Por otra parte, en algunos países, las empresas públicas continúan prestando servicios para los que el sector privado está mejor capacitado. Un ejemplo lo tenemos en las compañías telefónicas privadas, que ofrecen una amplia gama de servicios, bien gestionados y a precios razonables, consecuencia de la competencia por conseguir e incrementar su cuota de mercado, sus clientes. Donde operan estas empresas no se echa de menos los años del monopolio estatal de las telecomunicaciones. Por lo tanto, ni el Estado es imprescindible para ofrecer todos los servicios, ni las empresas son siempre la solución a los problemas derivados de la burocracia. 




			 




			
PRIVATIZACIÓN Y LIBERALIZACIÓN 




			 




			No es lo mismo privatizar que liberalizar. Se privatiza un servicio cuando su prestación pasa de una empresa pública a una privada y se liberaliza un sector de la economía cuando se establece un sistema de libre competencia entre empresas que pone fin a un monopolio preexistente. Con la privatización, el negocio deja de ser público y se convierte en privado, y con la liberalización, el negocio se abre a la participación de las empresas, sean públicas o privadas. Así, en muchos países se ha privatizado y liberalizado el sector de la telefonía, pues ha pasado de estar en manos de empresas estatales que aplicaban precios públicos a abrirse a la libre competencia (liberalización) de empresas privadas (privatización). 




			Sin embargo, puede ocurrir que un determinado servicio lo provea una empresa privada que retiene el monopolio o que ejerce una posición hegemónica en el mercado. En este caso, estaríamos ante un monopolio privado o, si se prefiere, un servicio privatizado, pero no liberalizado. Un ejemplo es el monopolio del transporte de electricidad en España controlado por la empresa privada Red Eléctrica, de la que el Estado solo retiene el 20 % de la propiedad. También puede ocurrir que un sector esté liberalizado, pero por las características del mercado únicamente sea accesible a un número reducido de empresas que constituyen un oligopolio (concentración de la oferta en unos pocos). Este es el caso de la telefonía en España que, a pesar de que la compañía pública se terminó de privatizar en 1999 y de que el sector está formalmente liberalizado, en la práctica es un oligopolio que se reparten prácticamente entre Telefónica, Orange, Vodafone y Digi. 




			Las diferencias entre privatizar y liberalizar vienen al caso por las repercusiones que tienen estos conceptos cuando se aplican a servicios públicos como la defensa nacional y, en particular, a las acciones militares de combate, que es lo que nos interesa. De hecho, más adelante veremos que, aunque un Gobierno privatice determinados servicios en las operaciones militares, será extremadamente raro que los liberalice. El motivo por el que la guerra no es susceptible de ser liberalizada es, por una parte, la imposibilidad de crear las condiciones idóneas para la libre competencia y, por otra, que las tareas que desempeñan las empresas privadas militares requieren un nivel de compromiso, confidencialidad y confianza que sobrepasa los mecanismos típicos del mercado. En términos técnicos, se dice que este tipo de sectores tienen barreras de entrada naturales. Todo esto significa, en definitiva, que la privatización de la guerra pierde, en buena medida, la principal ventaja atribuida a la liberalización: el estímulo de la competencia que fomenta la innovación, la reducción de precios y la mejora del servicio. Al final, privatizar sin liberalizar convierte un servicio público en un negocio privado y poco más. 
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CASOS HISTÓRICOS DE PROCESOS PRIVATIZADORES 




			 




			Retomando el ejemplo de España, en nuestro país se privatizaron empresas públicas tan importantes como Argentaria (la «A» del BBVA), Repsol, Endesa, Telefónica o Iberia entre otras muchas. Más recientemente, la crisis económica iniciada en 2007 supuso la puntilla que acabó con la práctica totalidad de las cajas de ahorros como entidades públicas y forzó su transformación en bancos privados. En otros países, el afán privatizador no ha sido menor. En Reino Unido, bastante antes que en España, Margaret Thatcher privatizó British Telecom, British Aerospace, Britoil, British Gas, British Petroleum, Jaguar, Rolls Royce y British Airways. Posteriormente, los británicos han privatizado hasta el servicio de correos (Royal Mail), proceso que finalizó en 2015. 




			En muchas ocasiones, las privatizaciones son consecuencia directa de la puesta en práctica de políticas neoliberales, como ocurrió en los Estados Unidos de Ronald Reagan, en el Reino Unido de Margaret Thatcher y en la España de José María Aznar. No obstante, países como Rusia, poco aficionados a estas políticas, también se sumaron, y de qué manera, a la corriente privatizadora. La principal diferencia entre las privatizaciones impulsadas por los Gobiernos liberales y Rusia reside en que los primeros reforzaron el proceso con medidas liberalizadoras y de desregulación de los mercados, algo impensable en una Rusia aún condicionada por su pasado socialista. Además, la desestatalización en Rusia vino, en buena medida, forzada por las circunstancias históricas y por las recomendaciones (entiéndase, presiones) del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. En cualquier caso, tras la disolución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas en diciembre de 1991, la Federación Rusa acometió la más drástica privatización de la historia. El resultado fue traumático para una ingente cantidad de trabajadores que terminaron sumidos en la pobreza y, al mismo tiempo, felicísimo para una generación de nuevos ricos: los antiguos directivos que adquirieron las empresas estatales que gestionaban. 




			La desestatalización generalizada de la economía rusa se ha desarrollado en tres etapas. En la primera etapa, entre 1993 y 1995, se privatizó ni más ni menos que el 80 % de las empresas públicas, es decir, unas setenta y seis mil compañías de todo tipo. Una barbaridad. El procedimiento utilizado fue convertirlas en sociedades por acciones, privatizando dos tercios del accionariado, lo que significó que más de cuarenta y un millones de rusos de toda condición se convirtieron en accionistas. Entre 1995 y 1996, durante la segunda etapa, se privatizaron miles de empresas mediante subastas públicas en las que se obstaculizó la entrada de capital extranjero. En esta ocasión, a diferencia de la primera etapa, los directivos y gerentes fueron quienes se convirtieron en los nuevos dueños de las empresas. Finalmente, a partir de 1997, las entidades públicas rusas se privatizaron de forma individualizada, permitiendo la entrada de inversores estratégicos extranjeros y recurriendo a un sistema de oferta competitiva o subasta1. 




			El caso de China, como casi todo lo relativo al gigante asiático, es muy peculiar. El 9 de septiembre de 1976 falleció Mao Zedong, el Gran Timonel, dejando como legado de su singladura un país comunista, pobre y rural. Dos años después, su sucesor Deng Xiaoping impulsó el programa «Reforma y apertura», ratificado el 18 de diciembre de 1978 por el Comité Central del Partido Comunista Chino y que supuso un cambio drástico en las políticas económicas comunistas del país. «Reforma y apertura» liberalizó la economía, permitió la propiedad privada (aunque no la de la tierra agrícola), modernizó la industria, quitó alguna barrera a la inversión extranjera, abrió el país al comercio exterior y descentralizó parte del poder en las autoridades locales. El programa y su evolución posterior provocaron un milagro económico, pero también un problema social y un desastre medioambiental. Según cifras oficiales, sacó de la pobreza a más de setecientos millones de personas, aunque acrecentó las desigualdades sociales (número uno mundial en 2003) e hizo de China el país más contaminante del mundo, deshonor que ostenta de forma ininterrumpida desde 2005. 




			El presidente Jiang Zemin, sucesor de Deng Xiaoping, y el primer ministro Zhu Rongji dieron un fuerte empuje a las reformas mercantiles. Pusieron en práctica la privatización masiva de empresas estatales, con excepción de las que operaban los sectores que consideraron estratégicos, como el gas, el petróleo, el acero, las telecomunicaciones, los seguros y la banca. Esta reforma privatizadora, impulsada a mediados de la década de 1990, fue interrumpida en 2005 por la Administración Hu-Wen (2003-2013), llamada así en referencia al presidente, Hu Jintao y el primer ministro Wen Jiabao. En la actualidad, aunque los analistas no se ponen de acuerdo en calibrar el grado de privatización alcanzado por la economía china, todos coinciden en que, a pesar de las reformas, las compañías estatales siguen teniendo un papel predominante. En todo caso, el impresionante desarrollo económico de China ha seguido un modelo alejado del liberalismo económico. En realidad, la apertura e impulso inicial de Deng Xiaoping, las privatizaciones posteriores y las formas capitalistas actuales se han desarrollado bajo la planificación política centralizada y la regulación estatal del régimen comunista. Todo ello muy alejado de los modos que caracterizan al libre mercado. 




			Podríamos seguir viendo ejemplos de procesos privatizadores, cada uno con sus peculiaridades. Unos estuvieron forzados por las circunstancias históricas, como en la Federación Rusa y los países del bloque comunista europeo; otros fueron el resultado lógico de una apertura económica inicial, como en China; finalmente, hubo procesos fruto de la implantación voluntaria de políticas neoliberales, como en Reino Unido. En unas ocasiones, la privatización se abordó en masa, casi impulsivamente, y en otras prevaleció el orden y la dosificación. Los casos y sus resultados son de lo más variopinto. ¡Hasta la Venezuela chavista y bolivariana, la del «exprópiese, señor alcalde», se plantea volver a privatizar la joya de la corona, la industria petrolífera! O al menos eso ha asegurado el presidente Nicolás Maduro. 




			En definitiva, ya sea por necesidad o por voluntad, se han desarrollado procesos privatizadores más o menos ambiciosos en todo tipo de escenarios políticos y económicos, desde las democracias más liberales a las dictaduras comunistas, pasando por regímenes más o menos totalitarios. Solo países tan anclados en la retórica marxista como Corea del Norte y Cuba se han mantenido ajenos a este fenómeno. La cuestión no es, pues, establecer si es bueno privatizar algunas de las actividades relacionadas con determinados servicios públicos. Esto lo ha hecho, con todas sus salvedades, hasta China. El planteamiento de fondo es determinar los límites de la privatización, es decir, marcar las líneas que no deberían cruzarse nunca en los procesos de desestatalización. 
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EL LÍMITE DE LA PRIVATIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 




			 




			Lo anteriormente señalado sirve para aclarar algunas cuestiones. Por ejemplo, la importancia que tienen las circunstancias políticas, económicas y sociales en los procesos de privatización del sector público. Sin embargo, esos mismos ejemplos no son de gran ayuda para delimitar de forma definitiva qué servicios debe garantizar el Estado. Esto es así porque, en realidad, esta es una cuestión que no tiene una única respuesta correcta. 




			En efecto, los casos de privatizaciones arriba mencionados nos hacen comprender que la dimensión del sector público no solo está determinada por el tipo de Estado —liberal, autocrático o proteccionista—, sino también por el momento histórico, la coyuntura económica y otros condicionantes de menor trascendencia. Además, hemos comprobado que estos procesos casi siempre se focalizan en sectores bien desarrollados y consolidados —banca, telecomunicaciones, energía, automoción— en los que el sistema de libre mercado es capaz de satisfacer la demanda de forma universal y a precios razonables. A decir verdad, poco importa la relevancia estratégica del servicio prestado o si se considera básico para el desarrollo y bienestar social. A nadie se le escapa que la disponibilidad de energía es vital para la supervivencia de una nación y el bienestar de las personas y, aun así, el sector energético de los países desarrollados suele estar operado de forma mayoritaria por empresas privadas. En estos casos, el papel del Estado se limita a poco más que regular el sector para garantizar el suministro necesario a la población y las empresas. Cosa distinta es que los Gobiernos y el sistema de libre mercado logren que los precios se mantengan en niveles razonables. España es un claro ejemplo de que esto no siempre se consigue. 




			 




			* * *




			 




			Más allá de su importancia, cada servicio público tiene sus peculiaridades, aunque todos compartan características comunes como la responsabilidad última del Estado, el acceso universal y la no discriminación. En poco se parecen las tareas de impartir justicia con las de dar clases de matemáticas o curar enfermedades. Estas actividades forman parte de servicios que consideramos esenciales —justicia, educación y sanidad—, pero que tienen peculiaridades que los hacen muy diferentes. 




			Por lo tanto, no deberíamos determinar los límites de la privatización de cada servicio público fijándonos exclusivamente en su importancia para la consecución de un alto nivel de bienestar social. Se hace necesario aplicar otro enfoque que ayude a identificar con mejor criterio las líneas rojas infranqueables en los procesos privatizadores. Para ello, la doble cuestión —qué servicios debe garantizar el Estado y cómo deben proporcionarse— ha de responderse teniendo en cuenta no solo la importancia de cada servicio, sino también las posibilidades que tiene el sistema de mercado para proporcionarlos de forma satisfactoria. 




			El Estado tiene la obligación de garantizar los servicios esenciales. No obstante, la consideración de esencial varía con el momento histórico, el grado de desarrollo humano, el nivel de vida y hasta con la cultura social. El progreso de las naciones hace que el nivel de exigencia sobre determinados servicios cambie enormemente en función de la época y del país. La demanda social y las expectativas de las personas no son las mismas hoy que hace décadas y tampoco son iguales en Francia que, por ejemplo, en Haití. Esto último es una manifestación más de las enormes desigualdades que separan al primer y al tercer mundo, algo sin duda lamentable y que, desgraciadamente, no va a cambiar en, al menos, muchos años. 




			En la actualidad, consideramos esencial tener asegurado en todo momento el suministro de agua, energía y transporte, entre otros. Además, los ciudadanos de los países que disfrutan de un alto nivel de vida están acostumbrados a tener siempre satisfechas determinadas «necesidades» y no conciben el bienestar social sin tener acceso universal, asequible, inmediato e ilimitado a las telecomunicaciones de última generación y a Internet. Sin embargo, hay servicios cuya forma de cobertura está muy ligada a la idiosincrasia y tradición de cada nación. Este es el caso del sistema de salud en Estados Unidos, país con un altísimo grado de desarrollo, pero que no dispone de un programa de atención médica universal comparable al de Europa. Estimando que la sanidad es un servicio esencial en cualquier país desarrollado, el caso norteamericano es muy ilustrativo de cómo la cultura social puede influir de forma determinante en la valoración de los servicios públicos. 




			Aparte de los servicios esenciales, el Estado debería garantizar aquellos que no puedan ser satisfechos de forma generalizada por el sistema de libre mercado. Este sería el caso, entre otros, del acceso a la telefonía móvil en lugares remotos y poco poblados donde no es rentable, desde el punto de vista empresarial, proporcionar estos servicios. 




			Visto lo anterior, el Estado tendría que asegurar el acceso a los servicios esenciales en todo momento y a toda la población, amén de garantizar cualquier otro servicio que no se pueda proporcionar de forma universal con los mecanismos del mercado. Estos últimos, por razones obvias, tienen que correr a cargo de la Administración, ya sea con funcionarios, empresas públicas o mediante subvenciones al sector privado. Por otra parte, existen ciertos servicios esenciales que deben ser gratuitos y en ningún caso deberían gestionarse con criterios de productividad y beneficio. Entre estos servicios destacan la administración de justicia, la seguridad pública y la defensa nacional, cuyos sistemas necesitan ser sustentados por servidores del Estado, sin que esto impida necesariamente la participación complementaria del sector privado. 




			En definitiva, en mi opinión, los servicios que siempre debe garantizar el Estado son los esenciales, los que no puede proporcionar de forma universal el sector privado y los de acceso gratuito. Esto no significa, por supuesto, que los Gobiernos se desentiendan de aquellos que pueden ser satisfechos por las empresas privadas sin necesidad de incentivos estatales. En estos casos, sigue siendo precisa una regulación política y supervisión de la Administración que evite disfunciones perjudiciales para los ciudadanos, sobre todo cuando no exista un sistema de competencia perfecta. Un caso típico es el de los sectores controlados por oligopolios, siempre tendentes a las acciones coordinadas entre las compañías con la finalidad de repartirse el mercado por cuotas, fijar precios o impedir la entrada de otras empresas en el negocio. Estas acciones suelen encarecer injustificadamente los servicios y dejan a parte de la población sin acceso a ellos. En el resto de los casos, cuando la libre competencia es suficiente para cubrir completamente la demanda de un servicio de forma satisfactoria, el Estado puede limitarse a supervisar el mercado para evitar la exclusión de los colectivos desfavorecidos de la población. 




			A todas estas consideraciones hay que añadir otra fundamental: hay servicios públicos cuya prestación implica el ejercicio de la autoridad y requiere la realización de acciones coercitivas. Dicho de otro modo, materializan lo que podríamos entender como la represión justificada del Estado. Estos servicios se enmarcan, según la visión de Max Weber, dentro del monopolio legítimo de la violencia. La correcta administración de la justicia puede cercenar derechos fundamentales como la libertad personal, la libre circulación y residencia o el secreto de las comunicaciones. Algo parecido ocurre con la seguridad ciudadana proporcionada, por no decir impuesta, por fuerzas policiales armadas. Ni que decir tiene que el Ejército, en su contribución a la defensa nacional, puede y debe emplear de forma sistemática todo tipo de armamento altamente destructivo y letal. En realidad, la prestación de estos servicios públicos lleva consigo el ejercicio de un poder de coacción extremo que lo diferencia del resto y que debe ser motivo más que suficiente para cuestionarse su privatización de forma diferenciada a la del resto de los servicios públicos. 




			 




			* * *




			 




			La privatización es un asunto conflictivo y sin consenso posible. Unos defienden que el Estado debe garantizar los servicios básicos como la energía y participar en los sectores estratégicos como la banca. Otros creen que lo mejor es dejar que las leyes del mercado regulen estas actividades. En todo caso, ni siquiera hay acuerdo en determinar de forma definitiva cuáles son los sectores estratégicos y los servicios esenciales y básicos. 




			La crisis económica de 2008 obligó a detener los procesos privatizadores que durante décadas parecieron imparables y la pandemia del Covid-19 ha confirmado esta tendencia. De todos modos, esto no significa que no se sigan produciendo, aunque muy lentamente, nuevas privatizaciones o liberalizaciones. Baste recordar el tuit del ministro español José Luis Ábalos el 11 de mayo de 2021: «Arranca la liberalización ferroviaria. Desde hoy Renfe y Ouigo compiten en el corredor entre Madrid y Barcelona y próximamente será en otras líneas. La liberalización beneficiará a los usuarios, que tendrán más opciones para viajar y a precios más bajos». Esto lo dijo un gobernante socialista en referencia a un sector estratégico como es el trasporte por ferrocarril. 




			Por lo tanto, la clave está en determinar qué bienes y servicios deben permanecer ajenos a las leyes de mercado y la especulación de los precios. Dicho de otro modo, qué bienes deben ser ofrecidos por el sector público, manteniéndolos fuera de los negocios particulares. La competencia es un estímulo para la eficiencia empresarial, pero hay servicios que no pueden dejarse en manos privadas por muchas cuestiones ya mencionadas. Aunque no hay posiciones dogmáticas válidas para todos los casos, entre estos servicios destacan los que ejecutan la represión legítima del Estado mediante el uso de la violencia. La defensa nacional, cuando se ejerce de forma coercitiva y con armas letales, debería de ser uno de los servicios públicos que hay que mantener, en la medida de lo posible, ajeno al sector privado. 
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CONCEPTOS BÁSICOS 




			 




			Antes de entrar en materia, nos detendremos muy brevemente a explicar algunos conceptos utilizados en relación con la presencia de compañías militares privadas en zonas de guerra. A estos términos se les asignan significados que intentan ser precisos y que podrían malinterpretarse si se desconoce su aplicación correcta. Para evitarlo, veremos en qué consiste la privatización de la guerra, qué son los servicios militares y qué actores forman parte de dicho mercado, es decir, los Estados, las empresas militares privadas y los contratistas. 




			 




			
LA PRIVATIZACIÓN DE LA GUERRA 




			 




			El término «privatización de la guerra» es impactante, pero exagerado. La realidad es que los Gobiernos solo privatizan, como mucho, determinados servicios militares que se prestan en el ámbito de los conflictos armados. Esto significa que algunas tareas que tradicionalmente eran asignadas a los militares han pasado a ser ejecutadas por empresas privadas. 




			En la mayoría de los casos, estos servicios se contratan en zonas de conflicto de baja intensidad, sin que su prestación implique la participación directa del personal civil en las hostilidades. Por lo tanto, la «privatización de la guerra», sin llegar a ser una expresión coloquial, tampoco es una descripción precisa; debe entenderse como una forma llamativa de designar un fenómeno para captar la atención sobre él. 




			 




			
LOS SERVICIOS MILITARES EN OPERACIONES 




			 




			Los servicios militares abarcan casi todas las actividades que realizan las fuerzas armadas, tanto en paz como en guerra. En situación de paz incluyen los cometidos típicamente militares como, por ejemplo, el planeamiento estratégico, la inteligencia, el adiestramiento o la gestión logística. Sin embargo, no se consideran servicios militares las actividades civiles realizadas en tiempo de paz, aunque involucren a los Ejércitos. Por lo tanto, no es un servicio militar el control de accesos a un cuartel en un país que no está en guerra. Esta es una actividad civil que puede ser realizada por militares, policías o vigilantes de seguridad de una empresa. 




			Caso distinto son los servicios militares en guerra o conflicto armado. En este caso, todas las actividades ejecutadas en apoyo directo a las operaciones, con independencia de su naturaleza militar o civil, se consideran servicios militares. Así, en un escenario de guerra, estos servicios incluyen algunas actividades que no lo serían en tiempos de paz, como la seguridad, el mantenimiento de equipos, la alimentación o el apoyo sanitario, siempre que se faciliten a una fuerza militar. En ninguna circunstancia se incluyen las acciones de combate o la participación directa en las hostilidades, por ser contrarias a derecho. 




			Por lo tanto, los servicios militares engloban todas las actividades de naturaleza militar, tanto en paz como en guerra, además de las de carácter civil proporcionadas a una fuerza militar en un teatro de operaciones. Los servicios militares que se prestan fuera del ámbito de un conflicto armado no son relevantes a efectos del derecho internacional, ni pertinentes para establecer los límites de la privatización, ya que son ajenos a los problemas derivados de las hostilidades. 




			 




			
LAS EMPRESAS MILITARES PRIVADAS (EMP) 




			 




			Una empresa militar privada (EMP) es una entidad comercial no pública que proporciona servicios militares remunerados. La clave está en precisar en qué consisten estos servicios, cosa que acabamos de hacer. 




			Hay una tendencia a incluir dentro del mismo rango a las compañías privadas militares y las de seguridad, hasta el punto de recibir el mismo nombre genérico: empresas militares y de seguridad privadas (EMSP). Esta forma inclusiva de llamarlas es la que normalmente emplea la ONU, la Cruz Roja y otros organismos, instituciones y países. La Unión Europea va más allá y usa el término «empresa de seguridad privada» (ESP) para referirse de forma genérica a los dos tipos de empresa, obviando la palabra «militar». 




			Esta simplificación para aludir a las compañías que operan en escenarios de guerra es un error. Los servicios de seguridad en operaciones solo incluyen la vigilancia y protección de personas, instalaciones y actividades. Sin embargo, el ámbito de actuación de las compañías privadas que intervienen en una zona de operaciones abarca, aparte de la seguridad, la amplia gama de actividades que hemos definido como servicios militares. Nos referimos al apoyo logístico, mantenimiento operativo, inteligencia, reconocimiento de zonas, asesoramiento militar, adiestramiento, desminado, etc. 




			En el caso que nos ocupa, el término «militar», en su acepción de «relativo a la guerra», describe a la perfección las compañías contratadas para cubrir las carencias de los ejércitos en los teatros de operaciones, por lo que llamarles empresas militares privadas es la forma más correcta y breve de hacerlo. Esta es la acepción que emplearemos en adelante, ya que las empresas que nos ocupan y preocupan son las que operan en los conflictos armados. Reservaremos el término EMSP para referirnos a las grandes empresas que ofrecen ambos servicios o cuando citemos un documento que las mencione de esa forma. 




			 




			
LOS CONTRATISTAS MILITARES PRIVADOS 




			 




			El personal de las EMP forma parte de todos los niveles de empresa, desde los directivos hasta los últimos subalternos. Por supuesto, no todos portan armas de fuego y trabajan en una zona de operaciones hostil. Los que hacen esto son profesionales que, en su gran mayoría, tenían experiencia como militares, policías o agentes de seguridad antes de ser contratados por la EMP. En su trabajo sobre el terreno sustituyen a los militares proporcionando los servicios que ya hemos visto. 




			Así, pueden llevar a cabo tareas de protección de la fuerza, guardia de seguridad armada, servicio de bomberos, apoyo sanitario, mantenimiento de sistemas de armas y vehículos especiales, etc. También hay empresas privadas cuyo personal hace otro tipo de trabajos menos operativos, pero igualmente necesarios para el buen término de las operaciones militares, como por ejemplo el control de inventarios, la gestión de recursos humanos, lavandería, cáterin o el reparto de correo y paquetería. 




			Al personal operativo de las EMP que realiza su trabajo en zona de operaciones se les conoce como «contratistas militares privados», «contratistas de seguridad privada» o, simplemente, «contratistas». En ocasiones, también se les llama «agente privado». El término «contratista» excluye al personal directivo ocupado en las oficinas de la compañía fuera del teatro de operaciones y a los empleados de empresas que no tienen ninguna actividad militar o de seguridad, aunque desarrollen su trabajo en la zona de conflicto. Es decir, los trabajadores civiles contratados para los servicios de lavandería o alimentación no son contratistas militares privados, por muy importante que sea su labor. 
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